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PRONUNCIAMIENTO N° 216-2012/DSU

Entidad:

Empresa Concesionaria de Electricidad de Ucayali S.A. (ELECTRO UCAYALI)
Referencia:

Concurso Público Nº 002-2012/ELECTRO UCAYALI S.A., convocado para la contratación del “Servicio de vigilancia y seguridad privada para las instalaciones de ELECTRO UCAYALI S.A.”
1. ANTECEDENTES 

Mediante Carta ELECTRO UCAYALI/CE-0072-2012, recibido el 03.MAY.2012, subsanado mediante Carta ELECTRO UCAYALI/CE-0072-2012, recibido el 07.MAY.2012, el Presidente del Comité Especial del proceso de selección de la referencia remitió al Organismo Supervisor de las Contrataciones del Estado (OSCE) las observaciones formuladas por el participante LIDER SECURITY SAC., así como el informe técnico correspondiente, en cumplimiento de lo dispuesto por el artículo 28 del Decreto Legislativo Nº 1017, que aprueba la Ley de Contrataciones del Estado, en adelante la Ley, y el artículo 58 de su Reglamento, aprobado por Decreto Supremo Nº 184-2008-EF, en adelante el Reglamento.
Resulta importante resaltar que, atendiendo a lo dispuesto por el artículo 58º del Reglamento, este Organismo Supervisor se pronunciará únicamente respecto de: a) Las observaciones presentadas por el solicitante que no hayan sido acogidas o son acogidas parcialmente; b) las respuestas a las observaciones del solicitante que, pese a ser acogidas, son consideradas por éste contrarias a la normativa; o, c) el acogimiento de las observaciones formuladas por un participante distinto al solicitante, cuando este último manifieste que considera tal acogimiento contrario a la normativa, siempre que se haya registrado como participante antes del vencimiento del plazo previsto para formular observaciones; sin perjuicio de las observaciones de oficio que se formulen respecto al contenido de las Bases, de conformidad con el inciso a) del artículo 58º de la Ley.

Sobre el particular, se aprecia que, si bien el participante LIDER SECURITY SAC. formuló ocho (08) observaciones, el Comité Especial acogió las Observaciones Nº 01, 05 y 07, por lo que este Organismo Supervisor no se pronunciará sobre ellas.
2. OBSERVACIONES

Observante:
LIDER SECURITY SAC.
Observaciones Nº 02 y 03:
Contra los documentos de presentación obligatoria en la propuesta técnica

El participante cuestiona a través de la Observación N° 02 que en el literal h) del contenido obligatorio de la propuesta técnica no se requiera que el participante acredite contar con la constancia de estar inscrito en el registro nacional de empresas y entidades que realizan actividades de intermediación laboral, dentro de la zona en la que se realizará la prestación del servicio de vigilancia para la Entidad. En ese sentido, solicita que el requerimiento sea precisado en los extremos expuestos.
Por otro lado, a través de la Observación N° 03, el recurrente cuestiona que a través del literal i) del contenido obligatorio de la propuesta técnica requieren la autorización del Ministerio de Transportes y Comunicaciones para el uso de frecuencia, siendo que, por el contrario, en el numeral 1.3 de las Bases, así como en los Términos de Referencia se indica que se podrá utilizar el sistema de radio o telefonía celular, presentándose una incongruencia en lo exigido para la admisión de propuestas, ya que en el referido literal no citan el sistema celular. En ese sentido, solicita que se inserte en el literal i) lo relativo al sistema celular, siendo que su acreditación sería mediante recibos cancelados de los servicios contratados.
Pronunciamiento

El artículo 13° de la Ley, concordado con el artículo 11° del Reglamento, establece que la definición de los requerimientos técnicos mínimos es responsabilidad de la Entidad, sin mayor restricción que la de permitir la mayor concurrencia de proveedores en el mercado, debiéndose considerar criterios de razonabilidad, congruencia y proporcionalidad.

Por su parte, cabe precisar que el artículo 29° de la Ley sostiene que la elaboración de las Bases recogerá lo establecido en la presente norma y su Reglamento y otras normas complementarias o conexas que tengan relación con el proceso de selección, las que se aplicarán obligatoriamente.

Así también, en el artículo 61° del Reglamento se ha previsto que para que una propuesta sea admitida deberá incluir, cumplir y, en su caso, acreditar la documentación de presentación obligatoria que se establezca en las Bases y los requerimientos técnicos mínimos que constituyen las características técnicas, normas reglamentarias y cualquier otro requisito establecido como tal en las Bases y en las disposiciones legales que regulan el objeto materia de la contratación.

De lo señalado en los párrafos precedentes se desprende que, si bien constituye facultad de las Entidades determinar, en atención a sus propias necesidades, los requerimientos técnicos mínimos de los servicios que se pretende contratar, estos deben ser acordes con la legislación que regula el objeto materia de la convocatoria. 

En el presente caso, tal como ya se ha señalado en Pronunciamientos anteriores
, se advierte que el artículo 13° de la Ley Nº 27626 – Ley que regula la actividad de las empresas especiales de servicios y de las cooperativas de trabajadores –señala que “La inscripción en el Registro (Registro Nacional de Empresas y Entidades que realizan actividades de intermediación Laboral) es un requisito esencial para el inicio y desarrollo de las actividades de las entidades referidas en el artículo 10° de la presente Ley. (…) La inscripción en el Registro deberá realizarse ante la Autoridad Administrativa de Trabajo competente del lugar donde la entidad desarrollará sus actividades.” (el subrayado es agregado).

Por su parte, el segundo párrafo del artículo 8° del Decreto Supremo N° 003-2002-TR, Reglamento de la Ley Nº 27626, señala que, “cuando la entidad
 desarrolle actividades en lugares ubicados en una jurisdicción distinta a la que otorgó el Registro, la entidad debe comunicar a la Autoridad Administrativa de Trabajo del lugar donde desarrolla su actividad sobre la existencia y vigencia de su Registro, anexando la constancia correspondiente” (el subrayado es agregado).

De lo expuesto, se advierte que el Registro faculta a las empresas a operar solamente dentro del ámbito del lugar en el que la Autoridad Administrativa de Trabajo otorgó la autorización, siendo que, en caso se inicien actividades fuera de ésta, la empresa deberá comunicar a la Autoridad Administrativa de Trabajo del lugar en el que desarrollará las actividades, sobre la existencia y vigencia de su Registro.

Al respecto, de acuerdo a lo establecido en el Texto Único de Procedimientos Administrativos (TUPA) del Ministerio de Trabajo
, la comunicación de la apertura de sucursales, oficinas, centros de trabajo, u otros establecimientos y de desarrollo de actividades, de las entidades que desarrollan actividades de Intermediación Laboral, ante la Dirección de Promoción del Empleo y Formación Profesional o Departamento que haga sus veces, es gratuito y de calificación automática, no existiendo una evaluación previa para el mismo.

Cabe resaltar que, en caso la empresa realice una apertura de sucursales, oficinas, centros de trabajo, u otros establecimientos fuera del ámbito de su Registro, deberá comunicarlo, de acuerdo a lo establecido en el artículo 27° de la Ley Nº 27626, “dentro de los 5 (cinco) días hábiles del inicio de su funcionamiento”; siendo dicho trámite de calificación automática, sujeto al pago de la tasa correspondiente (1.3708% de la UIT), de acuerdo al TUPA del Ministerio de Trabajo.

Así, los trámites antes detallados se deben realizar cuando la empresa dé inicio al desarrollo de sus actividades en lugares distintos al que consta en el Registro; o cuando se haya realizado la apertura de sus establecimientos fuera del ámbito de éste. 

En ese sentido, en la medida que para el acto de presentación de propuestas el proveedor no tendrá certeza respecto del desenlace del proceso de selección, no debería verse obligado a realizar el/los trámite(s) antes detallados, siendo que, por el contrario, deba contar necesariamente con su inscripción en el Registro Nacional de Empresas y Entidades que realizan actividades de intermediación Laboral, independientemente que dicho registro no haya sido expedido por la Autoridad Administrativa de Trabajo del lugar en el que se desarrollará las actividades en el presente proceso de selección.
En virtud de lo expuesto en el párrafo precedente, este Organismo Supervisor ha previsto NO ACOGER la Observación N° 02. Sin perjuicio de lo señalado, la Entidad deberá solicitar como documento de presentación obligatoria en la propuesta técnica, la copia de su inscripción en el Registro Nacional de Empresas y Entidades que realizan actividades de intermediación Laboral, independientemente que dicho registro no haya sido expedido por la Autoridad Administrativa de Trabajo de Ucayali. No obstante ello, como documento de presentación obligatoria para la suscripción del contrato, deberá solicitarse al postor ganador de la Buena Pro, el documento en el que conste que se haya realizado el trámite correspondiente a la comunicación del inicio de sus actividades ante la Autoridad de Ucayali.
Por otro lado, en lo que respecta a la Observación N° 03, el Comité Especial decidió acoger parcialmente la Observación, indicando que para el caso de los participantes que ofertaran el servicio de comunicación mediante radiofrecuencia, se continuaría solicitando la presentación de la copia simple de la autorización del Ministerio de Transportes y Comunicaciones por el uso de Radiofrecuencias, siendo que, para el caso de los participantes que ofertaran el servicio de comunicación mediante Redes Privadas Móviles, debían presentar solo una Declaración Jurada precisando que para el presente servicio utilizarán tal sistema de comunicación, sin necesidad de presentar ninguna autorización específica.

En tal sentido, en la medida que la solicitud de los Términos de Referencia ha sido incluida dentro de la propuesta técnica, siendo que su medio de acreditación no constituye ninguna restricción a la participación de los proveedores, este Organismo Supervisor ha decidido NO ACOGER la Observación N° 03.
Observación N° 04: 
Contra el factor de evaluación referido a la experiencia del postor
El participante cuestiona que en el acotado factor de evaluación se otorgue el máximo puntaje (35 puntos) al acreditar un monto acumulado equivalente a tres (03) veces el valor referencial, debido a que ello no obedece a un criterio de congruencia y objetividad con el objeto de contrato, puesto que si se ha establecido el periodo máximo permitido (8 años) así como el máximo de servicios (10 servicios) establecidos en el Reglamento, resultaría congruente que también se establezca el máximo en volumen de ventas (5 veces el valor referencial) y no reducirlo a 3 veces como el presente caso. En ese sentido, solicita que se modifique el criterio de evaluación fijando el máximo puntaje en función al máximo volumen de ventas permitido por el Reglamento (5 veces el valor referencial).
Pronunciamiento

Al respecto, del artículo 31º de la Ley, y del artículo 43º del Reglamento, se desprende que es de competencia del Comité Especial la determinación de los factores de evaluación, la fijación de los puntajes que se le asignará a cada uno de ellos, así como los criterios para su asignación, los cuales deberán ser objetivos y congruentes con el objeto de la convocatoria, sujetándose a criterios de razonabilidad y proporcionalidad, debiendo además, permitir objetivamente la selección de la mejor propuesta en términos de calidad y tecnología requeridas, dentro de los plazos más convenientes y al mejor valor total, por lo que dichos factores no podrán calificar el cumplimiento de los requerimientos técnicos mínimos exigidos.
Por su parte, el artículo 45º del Reglamento regula parámetros que deben tomar en consideración los Comités Especiales al momento de evaluar la experiencia del postor, los cuales se encuentran referidos, entre otros, a la antigüedad de las prestaciones que el postor considera parte de su experiencia (ocho años) y el monto máximo (cinco veces el valor referencial) sobre el que debe calificarse la experiencia.
En el presente caso, el Comité Especial indicó que tenía autonomía y facultad para establecer los criterios de evaluación, siempre y cuando sean razonables y congruentes con el objeto de la convocatoria. Siendo así, había decidido mantener lo requerido en el Literal a), de la documentación de presentación facultativa, del Numeral 2.5 del Capítulo II, de la Sección Específica de las Bases, el mismo que a la letra dice: “hasta por un máximo de tres (03) veces el valor referencial S/. 5’407,488.15 (Cinco Millones Cuatrocientos Siete Mil Cuatrocientos Ochenta y Ocho con 15/100 Nuevos Soles)”.
Por lo tanto, toda vez que el diseño del factor de evaluación se encuentra dentro de los parámetros establecidos en el artículo 45º del Reglamento, y que el recurrente no ha sustentado en qué medida estos limitan la participación de postores, siendo que, por el contrario, su solicitud estaría avocada a restringir o limitar la participación de los mismos, este Organismo Supervisor ha decidido NO ACOGER la presente observación, máxime si el participante pretende que el diseño del factor de evaluación sea aquél que él propone.
Observaciones Nº 06 y 08:
Contra los términos de referencia
El recurrente cuestiona a través de la Observación N° 06 que se requiera que el participante cuente con un centro de entrenamiento con una antigüedad mínima de 6 meses acreditado con la licencia municipal de funcionamiento debidamente legalizada durante la presentación de propuestas (dentro de la propuesta técnica del postor), siendo que exigir que un postor cuente con un centro de entrenamiento distinto a su local principal excede las facultades de la propia norma especial, en tanto la única exigencia es que la empresa cuente con un centro de instrucción dentro de su propia infraestructura. Por tanto, en la medida que la referida disposición contraviene los Principios de trato justo e igualitario, así como los Principios de imparcialidad, Libre concurrencia y competencia y el de legalidad, solicita que se suprima dicha disposición contenida en el literal m) del numeral 4.1 y literal k) del numeral 4.3 de los términos de referencia.
Por otro lado, respecto de la Observación N° 08, el recurrente cuestiona que se requiera, para la firma del contrato, los documentos consignados en el literal k) del numeral 4.3 del Capítulo III de la Sección Específica de las Bases, puesto que contravienen los Principios de presunción de veracidad, Simplicidad, Economía, entre otros, pues no se encuentran consignados dentro de los impedimentos para ser contratistas o postores del artículo 10º de la Ley.

Pronunciamiento

Tal como se ha señalado en líneas precedentes, de acuerdo a lo señalado en el artículo 13° de la Ley, concordado con el artículo 11° del Reglamento, establece que la definición de los requerimientos técnicos mínimos es responsabilidad de la Entidad, sin mayor restricción que la de permitir la mayor concurrencia de proveedores en el mercado, debiéndose considerar criterios de razonabilidad, congruencia y proporcionalidad.

Por su parte, cabe precisar que el artículo 29° de la Ley sostiene que la elaboración de las Bases recogerá lo establecido en la presente norma y su Reglamento y otras normas complementarias o conexas que tengan relación con el proceso de selección, las que se aplicarán obligatoriamente.

Así también, en el artículo 61° del Reglamento se ha previsto que para que una propuesta sea admitida deberá incluir, cumplir y, en su caso, acreditar la documentación de presentación obligatoria que se establezca en las Bases y los requerimientos técnicos mínimos que constituyen las características técnicas, normas reglamentarias y cualquier otro requisito establecido como tal en las Bases y en las disposiciones legales que regulan el objeto materia de la contratación.

De lo señalado en los párrafos precedentes se desprende que, si bien constituye facultad de las Entidades determinar, en atención a sus propias necesidades, los requerimientos técnicos mínimos de los servicios que se pretende contratar, estos deben ser acordes con la legislación que regula el objeto materia de la convocatoria. 

En el presente caso, se advierte que el artículo 15° del Decreto Supremo N° 003-2011-IN – Reglamento de la Ley Nº 28879 - Ley de Servicios de Seguridad Privada – señala que “Las empresas que brindan el servicio de vigilancia privada, deberán contar con un local principal adecuado para tal fin, donde desarrollen sus actividades (…) El local principal obligatoriamente deberá contar con lo siguiente:
a. Armería:

Es el lugar de uso exclusivo para la custodia, registro y asignación de las armas y municiones para el servicio. (…)
b. Sala de trabajo con:

- Iluminación adecuada

- Ventilación natural o artificial.

- Sillas o carpetas personales.

- Otros medios audiovisuales o técnicos.

c. Estudio y Plan de Seguridad, debidamente actualizado, formulado por el funcionario responsable de la conducción operativa de la empresa, bajo los criterios establecidos por DICSCAMEC, quien lo aprobará y visará.

d. Medios de comunicación adecuados.

e. Almacén de prendas, equipos y otros” (el subrayado es agregado).
Por su parte, el artículo 90° del citado Decreto Supremo señala que, “Todas las empresas de servicios de seguridad privada están en la obligación de mantener entrenado y evaluado, física y psicológicamente a su personal operativo; para tal efecto, las empresas comunicarán a DICSCAMEC sobre su programa de entrenamiento.” (el subrayado es agregado).

De lo expuesto, se advierte que las empresas que brindan el servicio de seguridad privada se encuentran obligadas a cumplir con los requisitos referidos a contar con un local principal que cumpla con las características antes detalladas, sin señalar que deba contar con un centro de entrenamiento distinto a su local, siendo que, independientemente de ello, se encuentran en la obligación de mantener entrenado y evaluado, física y psicológicamente a su personal operativo.
En ese supuesto, la empresa no tiene una obligación legal de contar con dos locales distintos (uno, administrativo, y otro, como centro de entrenamiento), siendo que, las funciones de entrenamiento del personal operativo podrían llevarse a cabo dentro de las instalaciones de su local principal, o fuera de ésta, pudiendo ser un local propio, alquilado, o un servicio brindado por algún Centro Especializado de Formación y Capacitación en Seguridad Privada – CEFOCSP, de acuerdo a las disposiciones contenidas en el Capítulo VIII del referido Decreto Supremo.
En ese sentido, en la medida que contar con un centro de entrenamiento distinto a su local principal no constituye una obligación para las empresas que brindan el servicio de seguridad privada, y siendo que lo solicitado en las Bases, debe encontrarse acorde a lo indicado en la normativa especial de la materia, este Organismo Supervisor ha decidido ACOGER la presente Observación N° 06, por lo que deberá suprimirse de las Bases lo relativo a contar con un local que funcione como Centro de Entrenamiento, sin perjuicio de que la Entidad pueda solicitar información respecto del programa de entrenamiento al que se encuentra sujeto su personal operativo, en mérito a su facultad de fiscalización.
Por otro lado, en lo que respecta a la Observación N° 08, cabe indicar que el Comité Especial acogió parcialmente la Observación, indicando que suprimiría la disposición que a la letra señala lo siguiente: “Declaración jurada del representante legal y accionistas de no tener antecedentes penales ni judiciales”, manteniendo las siguientes disposiciones para la firma del contrato:
· Copia legalizada del título de propiedad del local correspondiente al local donde funciona la empresa con un mínimo de 2 años.

· Copia legalizada del título de propiedad del centro de entrenamiento y si es alquilado con un periodo no menor de 2 años.

· Copia legalizada de la licencia de funcionamiento.

Al respecto, en la medida que lo relativo al centro de entrenamiento ha sido revisado por este Organismo Supervisor, decidiendo que la Entidad suprima de sus Bases lo relacionado a ello, CARECE DE OBJETO pronunciarse al respecto.

Respecto de la copia legalizada del título de propiedad del local correspondiente al local donde funciona la empresa con un mínimo de 2 años, cabe indicar que, en la medida que la prestación del servicio de vigilancia se realizará en las instalaciones de la Entidad, resulta excesivo e irrelevante solicitar que la empresa prestadora del servicio cuente con un local con determinado número de años de propiedad o alquiler, por lo que dicha disposición deberá ser suprimida de las Bases, pudiendo solicitar, en su lugar, una Declaración Jurada en la cual se indique la dirección del local principal en el cual funciona la empresa.
Por otro lado, respecto de solicitar la copia legalizada de la licencia de funcionamiento para la firma del contrato, resulta necesario señalar que, de acuerdo a lo establecido en el literal g. del artículo 12° del Decreto Supremo N° 003-2011-IN, la licencia municipal de funcionamiento del local principal y sus ampliaciones con apertura de sucursales, agencias u oficinas, forma parte de los documentos requeridos por la DICSCAMEC a las empresas de vigilancia privada para expedir la Autorización de Funcionamiento Inicial, Ampliación o Renovación, por lo que carece de objeto que vuelvan a ser requeridos, siendo que ello queda constatado con la presentación de la copia de la autorización de funcionamiento como empresa de seguridad privada emitida por la DICSCAMEC.
Por lo antes expuesto, este Organismo Supervisor ha decidido ACOGER la Observación N° 08, por lo que la Entidad deberá suprimir las disposiciones antes señaladas para la firma del contrato.
3. CONTENIDO DE LAS BASES CONTRARIO A LA NORMATIVA SOBRE  CONTRATACIONES DEL ESTADO 
En ejercicio de su función de velar por el cumplimiento de la normativa vigente en materia de contrataciones del Estado, conforme a lo señalado en el inciso a) del artículo 58 de la Ley, este Organismo Supervisor ha procedido a realizar la revisión de las Bases remitidas, habiendo detectado el siguiente contenido contrario a la Ley y el Reglamento. 

3.1.
Notificación Electrónica
Deberá tomar en cuenta lo dispuesto en la Notificación Electrónica N° 8491-2012, remitido a su representada por este Organismo Supervisor con fecha 29.MAR.2012.
4. CONCLUSIONES 

4.1. En virtud de lo expuesto, este Organismo Supervisor dispone que el Comité Especial cumpla con lo indicado al absolver las observaciones indicadas en el numeral 2 del presente pronunciamiento.
4.2. El Comité Especial deberá tener en cuenta las observaciones formuladas en el numeral 3 del presente Pronunciamiento a fin de efectuar las modificaciones a las Bases que hubiere a lugar. 
4.3 Publicado el pronunciamiento en el SEACE, éste deberá ser implementado estrictamente por el Comité Especial, previa coordinación con el área usuaria, en lo que se refiere a la precisión y modificación de las especificaciones técnicas, aun cuando ello implique que dicho Comité acuerde bajo responsabilidad, la suspensión temporal del proceso y/o la prórroga de sus etapas, en atención a la complejidad de las correcciones, adecuaciones o acreditaciones que se a necesario realizar, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 58º del Reglamento.

4.4 A efectos de integrar las Bases, el Comité Especial también deberá incorporar al texto original de las Bases todas las correcciones, precisiones y/o modificaciones dispuestas en el pliego de absolución de consultas y  observaciones, de acuerdo con el numeral 2 del Anexo de Definiciones del Reglamento. La integración y su publicación en el SEACE deberá ser efectuada dentro de los dos (2) días hábiles siguientes de notificado el pronunciamiento.

4.5 Conforme al artículo 58º del Reglamento, compete exclusivamente al Comité Especial implementar estrictamente lo dispuesto por este Organismo Supervisor en el presente pronunciamiento, bajo responsabilidad, no pudiendo continuarse con el trámite del proceso en tanto las Bases no hayan sido integradas correctamente, bajo sanción de nulidad de todos los actos posteriores.

4.6 El Comité Especial deberá modificar, bajo su exclusiva responsabilidad, las fechas de integración de Bases, de presentación y apertura de sobres, y del otorgamiento de la buena pro, para lo cual deberá considerar la fecha efectiva de notificación del presente Pronunciamiento, así como tener en cuenta que debe mediar un lapso no menor de cinco (05) días hábiles entre la fecha en que el Comité Especial publique la integración de Bases en el SEACE y la presentación de propuestas. Cabe precisar que, de acuerdo con lo dispuesto por el artículo 53° del Reglamento, las personas naturales y jurídicas que deseen participar en el presente proceso de selección podrán registrarse hasta un (1) día después de notificada la integración de Bases; por lo que la fecha límite prevista para acceder al registro de participantes también deberá ser modificada tomando en cuenta la nueva fecha de integración.

Jesús María, 21 de mayo de 2012

PATRICIA ALARCÓN ALVIZURI
Directora de Supervisión

EPP/
� Ver: Pronunciamiento N° 086-2012/DSU. En: � HYPERLINK "http://www.osce.gob.pe" �www.osce.gob.pe�. Enlace: Legislación y documentos elaborados por el OSCE.


� De acuerdo a lo señalado en el Artículo 1.- De las Definiciones, del Decreto Supremo N° 003-2002-TR, debe entenderse como Entidades a “aquellas que tienen por objeto exclusivo destacar a su personal a una empresa usuaria, para prestar servicios temporales, complementarios o de alta especialización, que cumplen con los requisitos de la Ley y están registradas ante la Autoridad Administrativa de Trabajo”.





� Aprobado mediante Decreto Supremo Nº 007-2000-TR, cuya última modificación fue realizada mediante Decreto Supremo Nº 002-2001-TR con fecha 26.01.2001.





